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      POR QUÉ NECESITAMOS UNA ECONOMÍA DEL BIEN COMÚN 


       


      Vivimos en un mundo en el que se prevé que el cambio climático cause 83 millones de muertes antes de finales de siglo debido al aumento de las temperaturas, y en el que los más vulnerables serán los más afectados. Un mundo en el que 4.500 millones de personas carecen de servicios sanitarios básicos y 2.000 millones no tienen acceso al agua potable. Todo ello mientras la riqueza acumulada por los milmillonarios del sector tecnológico y los ejecutivos del sector financiero ha alcanzado niveles superiores a los de países enteros, lo que pone de manifiesto la creciente desigualdad impulsada por los mercados financieros y el rápido progreso tecnológico, ante los cuales los gobiernos se muestran cada vez más impotentes. 


      En un panorama semejante, es comprensible que muchos ya no crean en nuestra capacidad para colaborar y resolver problemas juntos. De hecho, el sistema multilateral se encuentra amenazado por la proliferación de tratados bilaterales que provocan un auge del nacionalismo y por la retórica de «hacer grande de nuevo a mi país», que intensifican las tensiones geopolíticas hasta niveles que no se veían desde la Segunda Guerra Mundial. En este mundo, se impone la idea de que «la empatía es propia de los blandengues» y se recupera el viejo dogma de que es mediante acciones egoístas como la sociedad se vuelve más productiva. 


      Sin embargo, no tiene por qué ser así. Los problemas a los que nos enfrentamos hoy en día tienen tanto que ver con la opinión que tenemos de nosotros mismos («¿Somos egoístas o colaborativos?») y la manera en que nos valoramos unos a otros («¿El valor lo crea un genio solitario o es una obra colectiva?») como con las decisiones resultantes que tomamos cada día sobre cómo estructuramos nuestras economías («¿Solo intervenimos cuando las cosas van mal o nos marcamos de forma colectiva unos objetivos que pretendemos alcanzar?»). 


      Gran parte de mi trabajo se ha centrado en cuestionar los paradigmas económicos obsoletos que nos han llevado a creer que somos puramente egoístas, que el valor lo crea un grupo reducido de individuos y que lo mejor que puede hacer el Gobierno es corregir las deficiencias del mercado. Un componente importante de mi labor es ayudar a los gobiernos a desarrollar su capacidad de resolver problemas fijándose objetivos ambiciosos y abordándolos de manera colaborativa, prestando atención a cómo se pueden rediseñar todas las palancas políticas para darles una orientación a resultados y misiones. Mis libros anteriores reflejan en gran medida este modo de pensar. 


      En El Estado emprendedor (2013), defendí que el valor no lo crea tan solo el sector privado, sino que es una obra conjunta del Estado y otros actores, y cómo los mitos que surgen cuando no admitimos esto se utilizan para presionar para que la riqueza se reparta de forma desigual. En El valor de las cosas (2018), traté de ampliar la noción de creación colectiva de valor a una manera diferente de entender el valor y, en especial, de concebir una comprensión más rigurosa de la diferencia entre la creación de valor y la extracción de valor, o lo que los economistas políticos clásicos denominaban beneficios frente a rentas. En Misión economía (2021), propuse la idea de que el único modo de que una economía tenga dirección y propósito es con herramientas políticas orientadas a misiones, que ayuden a dirigir la cooperación entre los actores públicos y privados en torno a los mayores problemas de nuestro tiempo, desde la protección de la biodiversidad hasta la consecución del cero neto y la reducción de la brecha digital. Si se hace bien, esto puede contribuir a lograr un buen crecimiento: inversiones públicas y privadas que sirvan de catalizador de una innovación que produzca una economía más sostenible e inclusiva. Y en El gran engaño (2023), la coautora y yo analizamos la capacidad y las competencias necesarias dentro de nuestros gobiernos para trabajar de forma orientada a los resultados con otros, y la destrucción de esa capacidad en las últimas décadas debido a la privatización, la externalización y el uso excesivo de consultorías en las instituciones gubernamentales. 


      Al intentar aplicar en la práctica las ideas de mis libros anteriores, se me hizo cada vez más evidente que, para abordar con éxito los grandes problemas a los que nos enfrentamos hoy en día, como la salud universal y la lucha contra el cambio climático, no solo necesitamos un Estado emprendedor y políticas orientadas a resultados, sino también una nueva economía de la acción colectiva en torno al bien común. Esto se debe a que todas estas cuestiones requieren la colaboración entre diferentes actores y la inteligencia colectiva entre ellos. Si no saben trabajar juntos, con la creación de valor colectivo como eje central, no podrán alcanzar «buenos» resultados. Y, lo que es más importante, la idea de «bien» no puede limitarse a tapar los huecos que deja la iniciativa privada. Debe ser una meta que alcancemos conjuntamente, no un correctivo de una deficiencia. Como nos recuerda la cita de Keynes que encabeza esta primera parte, esto implica ir más allá de la teoría económica tradicional en lo relativo a las deficiencias del mercado o del Gobierno. Mientras los bienes públicos (como las carreteras públicas, la defensa nacional y la investigación básica) se limiten a corregir la ausencia de inversión del sector privado en estos ámbitos, no podremos hablar de una teoría del bien público, sino de una teoría de las deficiencias del sector privado. Y mientras los bienes comunes (como la gestión comunitaria de lagos y bosques) compensen las insuficiencias en la gobernanza tanto de las empresas como de los actores públicos, seguirá siendo difícil estructurar una colaboración ambiciosa y proactiva en torno a objetivos compartidos. Los marcos basados en deficiencias varias son, por definición, negativos y reactivos, y están abocados al fracaso. 


      A lo largo del libro, desarrollo un concepto de economía del bien común que se entienda como la que tiene por motor los resultados, en la que la participación, el aprendizaje, la transparencia, la reciprocidad y el reparto equitativo de los beneficios constituyan el núcleo de la colaboración indispensable para alcanzar esos resultados. Significa acertar con las relaciones y estructuras económicas desde el principio, en lugar de corregir y reordenar las cosas a posteriori. Esta perspectiva cambia la pregunta de «¿Qué debe hacer el Estado?» a «¿Cómo podemos —gobiernos, empresas, comunidades, individuos— colaborar para resolver los retos que nos afectan a todos? y ¿cómo nos valoramos mutuamente como parte del proceso?». 


      El bien común no puede ser una idea secundaria, sino que debe situarse en el centro de todas las relaciones. Por ejemplo, durante una pandemia sanitaria, si el objetivo es que todas las personas del mundo tengan acceso a las vacunas (el resultado), no basta con producirlas (el producto). La manera en que se crean es importante. Del mismo modo, si se forma un fondo para ayudar a mejorar la vida de las personas que viven en la selva amazónica brasileña, es importante la medida en que la población de esta región participe en la gobernanza de dicho fondo. Es fundamental para el bien común situar el objetivo en el centro de las colaboraciones en materia de innovación y de la estructura de los mecanismos financieros, de modo que se compartan el conocimiento y el poder. Eso es lo que significa preocuparse por la predistribución tanto o más que por la redistribución. 


      Llevo mucho tiempo defendiendo, en mis libros y otros escritos, que el problema del capitalismo no es el crecimiento en sí, sino la manera en que lo abordamos. Usamos métricas erróneas, que confunden valor con precio, y así, por ejemplo, la contaminación contribuye a aumentar el PIB cuando pagamos a alguien para que la limpie. Valoramos mal las cosas: no tenemos en cuenta que el coste de no hacer nada (en ámbitos como el cambio climático) es mayor que el coste de hacer algo. Las evaluamos mal: damos prioridad a los beneficios a corto plazo, en lugar de a la transformación a largo plazo de la economía en su conjunto. Y, por último, planteamos mal el debate: los que abogan por el decrecimiento frente a los que sostienen que el crecimiento tiene que producirse a expensas de la resolución de problemas como el calentamiento global. Centrándonos en objetivos que afecten a la economía en su conjunto y que determinen la estructura de los contratos público-privados, como la descarbonización del transporte mediante inversiones en movilidad sostenible; focalizando en el impacto a largo plazo para no vernos atrapados en discusiones triviales y (falsas) limitaciones presupuestarias, y asegurándonos de que valoramos y recompensamos a quienes contribuyen a la salud, el bienestar y la productividad de nuestras economías, podremos crecer bien. Lo que hace este libro es prestar mucha más atención a lo fundamentales que resultan las relaciones entre todos los actores para que seamos capaces de crecer bien: las relaciones entre las empresas y el Gobierno (por ejemplo, en los derechos sobre el agua o los derechos de propiedad), entre el capital y el trabajo (por ejemplo, en el reparto de beneficios) y entre los ciudadanos y el Estado (por ejemplo, a la hora de tener voz y voto de verdad en la gobernanza local). ¿Qué sentido tiene hablar de una nueva economía más verde si las relaciones que se establecen para conseguirla reproducen los problemas fundamentales de la vieja economía? 


      Para analizar estas relaciones, me baso en la tradición filosófica del bien común, que arranca de los antiguos griegos que se preocupaban por «la buena vida» para llegar a los pensadores comunitaristas modernos, que hacen hincapié en las relaciones y la construcción de comunidades, así como en los enfoques holísticos de la filosofía no occidental que insisten en la interdependencia de los individuos y en estrechar más nuestra relación con la naturaleza. En sustancia, esto significa prestar la misma atención a cómo se relacionan entre sí todos los agentes económicos que a lo que pretendemos lograr. Aristóteles vinculó el telos (el objetivo) con la polis (el lugar de participación política). Para hacer frente a los retos existenciales actuales, debemos hacer lo mismo. Debemos proponernos crear mejores relaciones económicas que nos permitan trabajar juntos en pos del bien común. Al igual que en una orquesta, donde la forma en que los músicos tocan en armonía es tan importante como lo que tocan, nuestras economías han de evaluarse no solo por lo que producen, sino también por cómo colaboran los diferentes participantes y cómo se les valora en el proceso. 


      En este sentido, también podemos aprender de los biólogos, que dedican mucha más atención que los economistas al estudio de los ecosistemas y los modos en que se interrelacionan los distintos organismos. El bien común depende de asociaciones y relaciones diseñadas para que el ecosistema de actores sea simbiótico y mutualista, en lugar de las dinámicas parasitarias y extractivas dominantes hoy en día. 


       


      ESTRUCTURA DEL LIBRO 


       


      Este libro se estructura en tres partes: la primera parte trata de la teoría; la segunda parte, de la práctica, y la tercera parte, de los lugares donde las personas se encuentran y se construyen las relaciones. 


      La primera parte comienza con una exploración del concepto general del bien común, a partir de las ideas que nos proporcionan la filosofía, la biología y la sabiduría indígena. La exploración se centra en cómo estas diferentes perspectivas analizan la forma en que interactúan los actores de un sistema, mediante relaciones que son la plasmación de los objetivos que se persiguen. A continuación, se examina la manera restrictiva en que la economía ha representado la idea del «bien» y analiza cómo podríamos replantear el pensamiento económico aprendiendo de la tradición del bien común en otros ámbitos para reorganizar las relaciones y las estructuras en torno a la acción colectiva. La sección concluye con los elementos clave que deben sustentar la brújula del bien común: configuración del mercado, ecosistemas simbióticos y creación de valor colectivo. Dichos principios se utilizan para replantearse la gobernanza de todos los actores de la economía y sus relaciones: Gobierno, empresas, finanzas y trabajo. 


      La segunda parte utiliza los conocimientos teóricos de la primera parte para construir una «brújula» del bien común diseñada para orientar a los actores económicos en su colaboración por el bien común, haciendo que el concepto sea evaluable para que no se utilice como coartada. La brújula aborda tanto la definición de los objetivos colectivos (el qué) como los medios para alcanzarlos (el cómo). Sus cinco elementos se centran en establecer la dirección y garantizar que la cocreación, el intercambio de conocimiento, el reparto de beneficios y la transparencia estén presentes en todo el proceso. El resto de la segunda parte explora los cinco elementos de la brújula del bien común, a partir de ejemplos de todo el mundo en los que las semillas del bien común ya han arraigado; por ejemplo, en la innovación en el ámbito de la salud, donde las colaboraciones están diseñadas para compartir tanto conocimientos como recompensas, o en lugares como Camden y Barbados, donde la participación ciudadana genuina ha dado forma a los objetivos sobre el terreno. Estas semillas proporcionan esperanza y valiosas enseñanzas y ayudan a combatir la idea de que se trata de utopías. Sin embargo, sin un marco holístico para el bien común, estos esfuerzos no podrán escalarse y seguirán siendo ejemplos aislados de progreso dentro de un sistema general que aún está configurado por medidas reactivas y dinámicas extractivas. Al proporcionar un marco más riguroso y práctico al bien común, la brújula puede ayudar a que estas iniciativas crezcan y se amplíen hasta convertirse en un modo más sistémico de estructurar las relaciones, llevando el bien común de la periferia al centro de la forma en que organizamos nuestras economías. Cada capítulo examina en detalle un elemento de la brújula, pero lo más importante es la interacción entre los cinco. Descuidar cualquiera de ellos deja el marco abierto a la captura por parte de intereses particulares, lo que da lugar al uso del bien común como coartada, en el que los actores del sector público o privado afirman servir al bien común o al interés público, o a unos objetivos vagos, aunque su actuación lo desmienta. 


      La tercera parte desplaza el foco de las políticas y las actividades a lugares concretos, a escala local y global, ya que es en ellos donde se generan las relaciones. Si un lugar está diseñado para promover una participación genuina, puede hacer que las personas se sientan valoradas y parte de la comunidad y, al mismo tiempo, permitirles prosperar. Estos lugares —por ejemplo, centros juveniles, bibliotecas públicas y organizaciones comunitarias— no deben considerarse extras que se financian si sobra dinero, sino elementos fundamentales para nuestra capacidad de valorar las relaciones y formar una comunidad. Las enseñanzas de lugares concretos pueden ayudarnos a configurar los lugares globales donde diferentes países se reúnen para debatir problemas comunes, relacionados con las finanzas mundiales o con la preparación para una pandemia. Si esos lugares hacen que la voz de algunos estados sea más fuerte que la de otros, como ocurre hoy en día, es muy difícil generar confianza y colaboración. De hecho, sin la solidaridad global y el aprendizaje de las experiencias de todo el mundo, acabamos con políticas nacionalistas en torno al «bien» que solo aumentan la desigualdad, empeoran las tensiones geopolíticas y dificultan la búsqueda de soluciones colectivas a nuestros problemas comunes. 


      El mensaje de este libro es de esperanza: podemos estructurar nuestras relaciones para perseguir colectivamente el bien común. Pero el trabajo colectivo no surge por casualidad, sino que debe integrarse en la estructura del propio sistema, lo que a veces resulta descorazonador. En muchas zonas del mundo, el estado de ánimo mayoritario es, en el mejor de los casos, de desconfianza y, en el peor, de pesimismo. Un sistema que abrace y practique el bien común puede parecer algo lejano o incluso inalcanzable. Justo por eso es importante. Juntos, podemos rediseñar radicalmente nuestro sistema económico en torno a los principios del bien común. No se trata de sacrificar el crecimiento económico en aras de este bien, como se suele afirmar. Teniendo en cuenta que el crecimiento depende de la inversión del sector público y privado, si logramos orientar esa inversión hacia la resolución de problemas, es posible generar un crecimiento «dirigido» que encamine la economía hacia objetivos como los relacionados con el cambio climático, al tiempo que nos aseguramos de que los procesos que se llevan a cabo en paralelo generen más inclusión y equidad para todos. 


      Este libro se dirige a todos los que creen en la construcción de un mundo más justo y sostenible: gobiernos, dirigentes empresariales, educadores, activistas y ciudadanos por igual. Sin los movimientos sociales que lucharon por la justicia y la igualdad, los niños seguirían trabajando en las fábricas y las mujeres no tendrían derecho al voto. Pero el progreso no puede basarse únicamente en el activismo; en última instancia, la equidad debe formar parte integral del funcionamiento básico de nuestros sistemas: cómo gobiernan los gobiernos, cómo obtienen beneficios las empresas y cómo se estructuran las asociaciones. Como madre de cuatro adolescentes, también escribo este libro para los jóvenes impacientes con el «bla, bla, bla» de las generaciones anteriores, que hablan de políticas orientadas a objetivos concretos o de la misión de las empresas mientras el clima sigue calentándose y la desigualdad alimenta las tensiones globales. Exigen, con razón, que se actúe ya sobre los retos más apremiantes de nuestro tiempo. Para responder a esta exigencia, tenemos que estructurar nuestras economías en torno al bien común. No hay tiempo que perder. 
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      EL BIEN COMÚN MÁS ALLÁ DE LA ECONOMÍA 


      

      Los problemas a los que nos enfrentamos exigen cantidades ingentes de cooperación, inteligencia colectiva e inversión. Si no las conseguimos, es porque hemos optado por no colaborar con la vista puesta en los resultados. ¿Por qué? Con demasiada frecuencia, nuestros problemas no se reconocen como colectivos, lo que lleva a adoptar soluciones individualistas y nacionalistas. Incluso cuando sí se reconocen como colectivos, las soluciones rara vez se diseñan para incentivar la actuación coordinada y la verdadera colaboración entre los actores públicos y privados, y entre los ciudadanos y los estados, ya sea por desconfianza o por deficiencias en el diseño de unos contratos que permiten que una de las partes se beneficie más que la otra. También persiste el relato falaz de que resolver problemas sociales como la desigualdad o el cambio climático es incompatible con el crecimiento económico. Esto significa que las actuaciones para resolver estos problemas acaban desplazándose a la periferia de nuestro diseño económico, en lugar de ocupar su centro, lo que provoca la pérdida de dimensión y seriedad en el esfuerzo. Asimismo, implica que los intentos de mejora del sistema son más reactivos que proactivos: pretenden corregir las deficiencias de la economía en lugar de configurarla para que cumpla con unos objetivos prefijados. 


      En su intento por impulsar la cooperación y la acción colectiva para resolver los problemas globales tanto dentro de los países como entre ellos, algunos líderes han apelado al bien común. El papa Francisco, por ejemplo, pidió que el bien común fuera el criterio de base para situar a la comunidad en el centro de todo el desarrollo socioeconómico. En su segunda encíclica, Laudato si’ (2015), definió el bien común como «el conjunto de condiciones de la vida social que hacen posible a las asociaciones y a cada uno de sus miembros el logro más pleno y más fácil de la propia perfección» (Papa Francisco, 2015, párr. 156). Identificó dos principios de la doctrina social de la Iglesia que debían orientar la búsqueda del bien común: la subsidiariedad, la convicción de que la autoridad más cercana a las necesidades locales es la más indicada para abordarlas, y la opción preferencial por los más pobres, que exige ver el mundo a través de los ojos de los más vulnerables y cuidar de ellos. Desde este punto de vista, la toma de decisiones para el bien común conlleva defender la dignidad de los marginados social, política y económicamente, no solo con palabras, sino con políticas y nuevas formas de colaboración. Exige la creación de una red de solidaridad a través de la cual los que no son escuchados puedan participar en la toma de decisiones críticas. 


      Otro dirigente mundial que se ha referido al bien común es el secretario general de las Naciones Unidas, António Guterres, que ha planteado la necesidad de una Agenda Común de las Naciones Unidas (ONU, 2023b) que promueva la idea de que existen bienes públicos mundiales, como la salud, el agua y la vivienda digna, que son esenciales para el futuro de la humanidad, y que necesitamos una respuesta colectiva para garantizar el acceso universal a ellos. En su informe sobre la Agenda Común, Guterres afirmó: «El bienestar y, de hecho, el mismísimo futuro de la humanidad dependen de la solidaridad y de que trabajemos codo a codo como una familia mundial en pos de objetivos comunes». El secretario general ha defendido que la agenda común debe servir de base de los diecisiete Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Naciones Unidas. Estos ambiciosos objetivos representan respuestas de alto nivel a los retos globales, desde el fin de la pobreza (ODS 1) hasta el hambre cero (ODS 2), pasando por la salud y el bienestar para todos (ODS 3), la igualdad de género (ODS 5), la acción por el clima (ODS 13) y la conservación de la vida submarina (ODS 14). Sin embargo, los datos más recientes indican que es difícil que se alcancen los ODS en el año propuesto de 2030, y lo cierto es que, en muchos de ellos, se ha producido un retroceso. Así, por ejemplo, la tasa mundial de hambre aumentó hasta alcanzar aproximadamente el 9,1 por ciento de la población en 2023 (entre 713 y 757 millones de personas), frente al 7,5 por ciento de 2019 (Sachs et al., 2025). Por lo tanto, si alguna vez ha existido un momento idóneo para que el bien común volviera a la agenda mundial, sin duda es hoy. 


      El concepto de bien común ha vuelto a captar la atención de los académicos en los últimos decenios. La búsqueda en bases de datos académicas de artículos y capítulos de libros que aborden explícitamente el bien común en sus títulos, resúmenes o palabras clave indica un notable aumento de su uso (figura 1), en particular, en las ciencias sociales y las humanidades, pero también en otras materias muy variadas, como la medicina y la informática (figura 2).[1] 


      Pero ¿cómo podemos asegurarnos de que el concepto de bien común sea riguroso y no se utilice a la ligera, sino que obligue a todos a rendir cuentas? ¿Qué significa en realidad recuperar la idea del bien común, como pidió el papa Francisco, y utilizarla como base de objetivos colectivos como los ODS, como propone el secretario general António Guterres? ¿Se trata de una idea utópica, sin más, o es algo alcanzable? 

      

        
        [image: Gráfico de barras que representa la evolución anual del número de estudios académicos sobre el bien común entre 1995 y 2024. El eje horizontal muestra los años y el eje vertical el número de publicaciones. El número de estudios permanece bajo y relativamente estable entre 1995 y comienzos de la década de 2000, aumenta de forma gradual hasta aproximadamente 2015 y, a partir de ese momento, experimenta un crecimiento mucho más rápido. Tras un ligero descenso alrededor de 2014, la tendencia continúa al alza, superando las cuatrocientas publicaciones en 2017, las quinientas en 2020 y las seiscientas en 2021. La serie alcanza sus valores máximos en 2023 y 2024, con más de setecientas publicaciones, lo que refleja un incremento sostenido del interés académico por el estudio del bien común a lo largo del periodo analizado.]
        

          

          Figura 1. Estudios académicos sobre el bien común por año (1995-2024). Fuente: Scopus. 

        
      
      

        
        [image: Gráfico circular que muestra la distribución de los estudios académicos sobre el bien común por áreas de conocimiento entre 1995 y 2024. La mayor proporción corresponde a Ciencias sociales, con el 35 % del total, seguida de Artes y humanidades, con el 22 %. A continuación se sitúan Administración de empresas y contabilidad con el 9 %, Economía, econometría y finanzas con el 7 %, Medicina con el 6 %, Ciencias ambientales e Informática con un 4 % cada una, e Ingeniería con el 3 %. El grupo denominado Otros reúne el 10 % restante. El gráfico pone de manifiesto que la investigación sobre el bien común se concentra principalmente en las ciencias sociales y las humanidades, mientras que el resto de las disciplinas aporta una proporción significativamente menor de publicaciones.]
        

          

          Figura 2. Estudios académicos sobre el bien común por materia (1995-2024). Fuente: Scopus. 

        
      

      

      Este libro sostiene que alcanzar estos objetivos es posible, pero solo si situamos el bien común en el centro de la estructura de nuestras economías. Para ello, primero debemos recordar lo que supone tomarse en serio este concepto, partiendo de su larga y rica tradición, más allá de los límites de la economía tradicional. Esto es importante porque, como veremos a lo largo de los diferentes capítulos, el bien común se confunde a menudo con conceptos más difusos como el «bien público», el «valor social» o el «interés público», lo que limita su potencial para servir de principio rector de la forma en que las sociedades se organizan y persiguen objetivos colectivos. Por ello, comenzamos con una exploración de sus raíces filosóficas. 


      
      
      2.1. LOS ORÍGENES FILOSÓFICOS DEL BIEN COMÚN 


      

      En la antigua Grecia, la búsqueda del bien común tenía por objetivo crear una sociedad que permitiera a los individuos y a las comunidades prosperar viviendo conforme a la virtud. Platón y Aristóteles, dos de los pensadores fundamentales de la filosofía, entendían la vida política como un esfuerzo colectivo orientado a la realización de «la buena vida». Sus visiones del bien común se basaban en explicaciones teleológicas de la naturaleza humana y la virtud cívica. Para Aristóteles en particular, la polis (ciudad-Estado) no era un mero instrumento para mantener el orden o facilitar el intercambio económico, sino una comunidad moral en la que se realizaba la eudaimonia (florecimiento humano) a través de la participación activa en la vida pública. Aunque Platón y Aristóteles compartiesen la idea de que la política debía servir a un fin colectivo superior, divergían profundamente en cómo lo conceptualizaban y trataban de lograrlo. 


      En la República, Platón (c. 428-348 a.C.) imaginó un sistema de gobierno altamente centralizado y jerárquico, que tendía al autoritarismo. La autoridad, argumentaba, debía residir en manos de los filósofos-reyes, cuyo conocimiento y virtud los cualificaba para gobernar en beneficio de toda la población. En este modelo, la mayoría de los ciudadanos debían ser guiados por las élites en lugar de participar de forma activa, lo que reflejaba el escepticismo de Platón sobre la capacidad de la mayor parte de las personas a la hora de gobernar. 


      Por el contrario, en su Política y su Ética a Nicómaco, Aristóteles (c. 384-322 a.C.) propuso un modelo más pluralista y participativo. Fue el primero en utilizar la idea del bien común para distinguir entre instituciones justas y corruptas, y escribió: «Cuando el dueño único, o la minoría, o la mayoría, gobiernan consultando el interés general, la constitución es pura necesariamente; cuando gobiernan en su propio interés, sea el de uno solo, sea el de la minoría, sea el de la multitud, la constitución se desvía del camino trazado por su fin» (Aristóteles, 1984, p. 2030 [libro tercero, capítulo 5]). En otras palabras, para él, el telos (objetivo) del Gobierno era servir al bien común. 


      A diferencia de Platón, Aristóteles rechazaba la idea de que solo una élite reducida pudiera gobernar con sabiduría. Consideraba que la participación en la polis era una práctica básica mediante la cual los individuos, como «animales políticos», cultivaban virtudes morales y cívicas, como la justicia, la templanza, el coraje y la sabiduría. Estas virtudes, sostenía, solo podían ejercerse y perfeccionarse plenamente a través de la deliberación y la participación cívica activa. Para él, la participación en la polis y la búsqueda del bien común eran inseparables, ya que esta proporcionaba el entorno en el que los ciudadanos cultivaban las virtudes necesarias para cumplir con sus obligaciones mutuas de cuidado y responsabilidad. Rechazaba el concepto de monarquía por antinatural, con el argumento de que el gobierno desigual de una sola persona socavaba la cualidad básica de la vida política. Insistía en que el gobierno genuino se caracteriza por ser entre iguales y no por las relaciones entre señores y súbditos. Así pues, para Aristóteles, la polis solo podía existir mediante la participación activa de sus ciudadanos. Por supuesto, la polis de Aristóteles estaba profundamente limitada por las normas sociales de su época, que excluían de la participación política a las mujeres, los esclavos y muchos otros, una realidad que contrasta de manera acusada con la visión inclusiva del bien común que perseguimos en la actualidad. 


      Tanto para Platón como para Aristóteles, las dimensiones morales y cívicas de la vida política tenían prioridad sobre las económicas. Al subordinar la economía a la búsqueda del bien común, apenas tuvieron en cuenta el modo en que las fuerzas económicas pueden moldear la sociedad e influir en lo que precisa el bien común. Jenofonte (430-354 a.C.), en cambio, fue uno de los primeros pensadores que abordaron la economía de un modo más sustancial. En obras como el Económico, destaca la interconexión entre la ética y la gestión económica y hace hincapié en que una administración eficaz del hogar y la agricultura precisa tanto virtud moral como habilidad práctica. Sus escritos insinúan que la economía no es una simple cuestión técnica, sino un componente esencial para promover la prosperidad de las personas y el bienestar público. 


      El estadista y filósofo romano Cicerón (106-43 a.C.) se basó posteriormente en estos fundamentos clásicos y adaptó la idea aristotélica de la polis al contexto de la República romana. Cicerón utiliza el bien común para distinguir las auténticas comunidades políticas de otras formas de asociación humana. Se refiere al bien común como salus populi y utilitatis communion, que serían equivalentes a «la seguridad del pueblo» y «una agrupación numerosa de personas que están de acuerdo con respecto a la justicia y que se asocian para el bien común». Para él, una república no es una mera agrupación de individuos con intereses propios, sino una comunidad moral «unida por el consenso sobre los principios de justicia que rigen sus relaciones mutuas» ( Jaede, 2017, p. 3). Su argumento es que el bienestar del pueblo es la máxima prioridad y debe garantizarse. 


      El teólogo italiano medieval Tomás de Aquino (1225-1274) desarrolló más tarde una concepción cristiana del bien común que influyó intensamente en el pensamiento político occidental. El dominico integró en la teología cristiana la idea aristotélica del bien común como elemento esencial para el cultivo de la virtud, con el argumento de que el objetivo último de la sociedad es guiar a las personas hacia la santidad y la unión con Dios (Yuengert, 2001). Además, según Aquino, el bien común no es solo un objetivo concreto, sino también la forma en que se organizan los grupos. Por ejemplo, un mercado o un sistema político pueden constituir en sí mismos un bien común si sus estructuras permiten a los individuos perseguir objetivos morales y comunitarios más elevados. Al subrayar que «las fuerzas del interés privado están impulsadas por objetivos incompatibles con las leyes de Dios y de la naturaleza» (Mastromatteo y Solari, 2014, p. 88), Tomás de Aquino también insistió en la necesidad de que las autoridades garantizaran que las actividades privadas no menoscabaran el bienestar colectivo. 


      Para estos primeros pensadores, el bien común era un ideal profundamente normativo. Definía no solo lo que es la sociedad, sino lo que debería ser, y los tipos de virtudes, relaciones e instituciones necesarias para sostenerla. Sus visiones del bien común combinaban consideraciones éticas, políticas y económicas, basando la legitimidad de la gobernanza en su capacidad para cultivar la prosperidad de las personas. 


      
      
      2.2. LA ECONOMÍA POLÍTICA CLÁSICA Y LA TEORÍA LIBERAL 


      

      Las transformaciones intelectuales y sociales que se produjeron en Europa durante la Edad Moderna y, sobre todo, durante la Ilustración, provocaron un cambio gradual en el pensamiento político, que llevó a insistir cada vez más en las libertades e intereses individuales por encima de la virtud moral o los objetivos comunitarios. Thomas Hobbes (1588-1679) defendió que la función principal del Estado era proteger la capacidad de los individuos para perseguir sus intereses personales. En sus obras posteriores a la guerra civil inglesa, Hobbes consideraba necesaria una autoridad absoluta —el Leviatán— para evitar el caos y la guerra, lo que él denominaba «el estado de naturaleza». Para lograr esta estabilidad, era preciso que los individuos renunciaran a ciertas libertades naturales mediante la firma de un contrato social, en virtud del cual obtenían la protección, el orden y los derechos civiles que proporcionaba y aplicaba el Estado. Esta idea difiere mucho de la de Jean-Jacques Rousseau (1712-1778), quien creía que los seres humanos eran buenos, compasivos y pacíficos por naturaleza, pero que la sociedad y sus instituciones los corrompían. Según Rousseau, en el «estado de naturaleza» las personas vivían libremente y en armonía, guiadas por su sentido innato de la empatía y la razón. Mientras que Hobbes consideraba imprescindible una autoridad central que impidiera el caos, Rousseau creía que esta autoridad era la fuente de la desigualdad y la decadencia moral. 


      Al igual que Hobbes, John Locke (1632-1704) también insiste en la necesidad de proteger los derechos individuales, pero con una visión más optimista de la naturaleza humana. Defiende que la función principal del Estado es salvaguardar los derechos a la vida, la libertad y la propiedad privada, en lugar de imponer una autoridad absoluta. Pero, a diferencia de Hobbes, Locke imagina un gobierno basado en el consentimiento de los gobernados, en el que el poder político es limitado y tiene que rendir cuentas. En virtud de este contrato social, los ciudadanos conservan sus libertades fundamentales mientras disfrutan de la protección de sus derechos, conciliando así el afán de estabilidad con el de libertad personal. 


      Partiendo de estas ideas, pensadores posteriores de la Ilustración, como Jeremy Bentham (1748-1832), desarrollaron una teoría de la utilidad como principio rector del derecho y las políticas públicas.[2] Bentham sostiene que todas las acciones humanas pretenden conseguir el placer y evitar el dolor, y que la función del Gobierno es organizar la sociedad de manera que se logre «la máxima felicidad del mayor número». En su utilitarismo, la felicidad de todos y cada uno de los individuos tenía el mismo valor, y pretendía agregar sus intereses personales para producir el máximo beneficio general para la sociedad en su conjunto. 


      Esta insistencia en las preferencias individuales y su agregación también influyó en el pensamiento económico. David Hume (1711-1776) y Adam Smith (1723-1790) examinaron cómo la estabilidad social y la prosperidad podían surgir de los efectos acumulativos de las acciones individuales. Hume argumentó que el gobierno se basa en la utilidad y el interés mutuo, más que en un contrato social o un derecho divino. Para Hume, la autoridad política solo es legítima en la medida en que mantiene el orden, la paz y la justicia, condiciones esenciales para que la sociedad prospere. Smith, que parte de estas ideas y las desarrolla, subraya que el orden y el crecimiento económicos suelen surgir de forma natural cuando los individuos persiguen sus propios intereses, y que el comportamiento egoísta puede generar beneficios para el conjunto de la sociedad. Estos pensadores demostraron que el pensamiento político y el económico podían vincularse mediante el análisis de los incentivos y el comportamiento. 


      Al mismo tiempo, la economía ética alemana, cuyas raíces se encontraban en la filosofía hegeliana, ofrecía un contrapunto al creciente interés por el individualismo. Georg Wilhelm Friedrich Hegel (1770-1831) y filósofos posteriores hicieron hincapié en la necesidad de que las instituciones y el Estado fueran éticos (Mastromatteo y Solari, 2014). Para ellos, el Estado no era un mero «servidor de los mercados» encargado de garantizar los derechos de propiedad y subsanar las deficiencias de dichos mercados, sino que tenía el mandato más amplio de definir y perseguir el bien común. Algunos estudiosos sostienen que el concepto de bien común de Hegel «consiste en unos valores sociales determinados racionalmente que armonizan los intereses de diferentes individuos» (Murphy y Parkey, 2016, p. 829). Al estructurar las instituciones políticas y sociales de esta manera, el Estado puede proporcionar un marco en el que la comunidad pueda determinar y perseguir de manera activa el bien común. 


      Karl Marx (1818-1883) y Friedrich Engels (1820-1895) criticaron el concepto de bien común aduciendo que, a menudo, servía para proteger los intereses de las clases dominantes mientras limitaba las posibilidades de que los grupos subordinados defendieran los suyos. Esta opinión la compartirían posteriormente algunas académicas feministas, como Martha Nussbaum (1997), por lo que se refiere a la perpetuación de las desigualdades en las relaciones de género. 


      A finales del siglo XIX y principios del XX, el énfasis en las libertades individuales había configurado el marco liberal dominante, que situaba la autonomía del individuo y el interés propio en el centro del pensamiento político. John Stuart Mill (1806-1873) y, más adelante, John Rawls (1921-2002) argumentaron que los individuos son los más indicados para juzgar su propio bienestar y no deben estar sujetos a restricciones externas. Mill (1859) defendió la autonomía del individuo frente a la autoridad de las comunidades morales o religiosas que trataban de imponer objetivos a los demás. De manera similar, Rawls (1971; 1993) sostenía que el Estado debía permanecer neutral ante las distintas concepciones de lo que debe ser la buena vida y centrarse en garantizar las libertades y oportunidades necesarias para que los individuos persiguieran su propio bienestar sin coacciones. 


      
      
      2.3. LOS CRÍTICOS COMUNITARISTAS 


      

      La obra de Rawls Teoría de la justicia (1971) redefinió la filosofía política en la segunda mitad del siglo XX, al proporcionar una base moral a la democracia liberal y articular una concepción de la justicia que generase consenso entre ciudadanos libres e iguales. Un elemento central de su enfoque era la posición original, un experimento mental en el que individuos racionales eligen los principios básicos de la justicia situándose detrás de un «velo de ignorancia», sin conocer su clase, género, talentos, religión u objetivos personales. Este velo sirve como garantía de imparcialidad: como nadie sabe en qué lugar de la sociedad acabará, eso les incentiva a escoger principios que sean justos para todos. 


      A partir de este experimento mental, Rawls derivó dos principios de justicia. El primero garantiza las mismas libertades básicas para todos los ciudadanos, incluida la libertad de expresión, de conciencia y el Estado de derecho. El segundo, conocido como «principio de diferencia», permite las desigualdades sociales y económicas solo si benefician a los menos favorecidos y surgen en un contexto de igualdad de oportunidades. Estos principios dan prioridad a la libertad y la igualdad sobre los cálculos utilitarios del bienestar agregado, configurando las instituciones políticas y económicas de manera que promuevan la justicia y la equidad para todos. Sin embargo, incluso detrás del velo de la ignorancia, cabe suponer que los individuos siguen guiándose por su propio interés, seleccionando principios que les protejan en caso de que acaben en la peor situación posible, por si acaso, y creando al mismo tiempo normas justas para todos. 


      Rawls ha sido blanco de importantes críticas. Una de las más importantes ha sido la de Amartya Sen, que, en La idea de la justicia (2009), sostiene que esta teoría está demasiado idealizada y alejada de cuestiones prácticas. Critica lo que denomina el «institucionalismo trascendental» de Rawls, la idea de que haya que identificar la sociedad perfectamente justa en primer lugar para que luego se pueda reducir la injusticia. Para Sen, la justicia no consiste en construir un mundo ideal, sino en comparar los compromisos que se dan en el mundo real para determinar cuáles son mejores o peores. Desde su punto de vista, la justicia es un proceso continuo de debate público y mejora práctica, no un destino fijo al que se llega exclusivamente por medio del diseño conceptual. 


      Sen también cuestiona el enfoque de Rawls sobre la distribución de los bienes primarios: libertades y recursos, como los ingresos y la riqueza, que se consideran de valor universal. En su lugar, insiste en que lo importante es lo que la gente puede hacer en la práctica con esos bienes, lo que da pie a su influyente idea de las capacidades (que se analizará más adelante). Según Sen, la justicia debe medirse por la libertad real que tienen las personas de tratar de conseguir una vida que crean que merece la pena, y no por la mera asignación formal de recursos. Aunque está de acuerdo con Rawls en la importancia de la igualdad y la equidad, Sen aboga por un enfoque más flexible, empírico y pluralista, centrado en la capacidad efectiva de las personas a la hora de actuar en el mundo real, y no en unas elecciones hipotéticas tomadas tras un velo de ignorancia. 


      Los filósofos comunitaristas son detractores feroces de Rawls y de la tradición liberal en general por presentar a los individuos como agentes aislados y autónomos, en lugar de como miembros de comunidades sociales, culturales y políticas más amplias. El comunitarismo, que surgió fundamentalmente a finales del siglo XX, hace hincapié en la importancia de los lazos sociales, los valores compartidos y las responsabilidades colectivas. En sustancia, esta ideología sostiene que los seres humanos no pueden separarse de las comunidades a las que pertenecen, ya que las identidades individuales están profundamente marcadas por las relaciones con los demás. El comunitarismo no niega la agencia individual, sino que insiste en que esta se halla siempre marcada por el contexto social. Desde este punto de vista, la concepción liberal del individuo se considera del todo errónea, ya que pasa por alto la interdependencia que define la vida humana. 


      Michael Sandel, un destacado filósofo comunitarista, desarrolla esta crítica en El liberalismo y los límites de la justicia (1982). Introduce el concepto de «yo sin ataduras» para describir el modelo de individuo de Rawls, que en la posición original se suponía que era capaz de seleccionar principios de justicia prescindiendo de valores concretos, apegos o identidades comunitarias. Sandel sostiene que se trata de una visión poco realista y moralmente vacía de la personalidad, ya que las personas no son seres abstractos que eligen, sino seres socialmente integrados, moldeados por la historia, las relaciones y las tradiciones morales compartidas. Además, critica a Rawls por dar prioridad a la justicia sobre una idea sustantiva del bien común. Según él, basarse tan solo en la justicia y la igualdad de derechos pasa por alto la naturaleza socialmente construida de las identidades individuales. Sandel insinúa que solo se puede alcanzar una buena vida cuando las personas se reconocen a sí mismas como miembros integrales de una comunidad. Por lo tanto, una sociedad justa debe participar en el debate público sobre el bien común, en lugar de limitarse a mediar entre los intereses privados. 


      Otros pensadores comunitaristas refuerzan y amplían estas críticas. Charles Taylor (1989) destaca el papel del reconocimiento en la formación de la identidad, argumentando que nuestro sentido del yo depende estrechamente de cómo nos perciben en el seno de nuestra comunidad. Alasdair MacIntyre (1981) destaca cómo la fragmentación de la sociedad moderna ha erosionado el lenguaje moral coherente y aboga por un retorno a la ética de la virtud arraigada en la tradición y las prácticas comunitarias. Amitai Etzioni (2004) combina los ideales comunitaristas con la democracia moderna, haciendo hincapié en la necesidad de equilibrar los derechos individuales con las responsabilidades sociales y argumentando que las comunidades fuertes son esenciales para una sociedad sana. Aunque se centren en aspectos distintos, los comunitaristas comparten la preocupación central de reconstruir el tejido social en sociedades cada vez más individualistas. Basándose en Aristóteles, subrayan que vivir una buena vida no solo depende de lo que queramos lograr (telos), sino también de las relaciones y los espacios comunitarios (polis) mediante los cuales se persigan esos objetivos. 


      Algunos especialistas afirman que la brecha entre Rawls y sus críticos comunitaristas tal vez sea menor de lo que parece. Si bien la posición original parece encapsular el individualismo atomístico que los comunitaristas critican con razón, algunos sostienen que el experimento mental de Rawls tiene por objeto captar el ideal moral de los ciudadanos como miembros de una comunidad política en constante evolución, que desean vivir con sus conciudadanos en condiciones de equidad y reciprocidad. Además, Rawls afirma de manera explícita que «los valores de la comunidad no solo son esenciales, sino también realizables» dentro de su marco, y reconoce sin reservas que nuestros valores están determinados por nuestro contexto social. Si reconocemos estos aspectos, podemos aprovechar ambas tradiciones. Mientras que Rawls garantiza las libertades fundamentales sobre la base de unos principios esenciales y una distribución justa de los recursos, los comunitaristas nos recuerdan que los mercados y las instituciones deben diseñarse para fomentar las relaciones y los objetivos compartidos que permitan a las personas prosperar (Chandler, 2024). 


      De todos modos, la filosofía comunitarista es especialmente importante para una economía del bien común, ya que hace hincapié en la obligación relacional de cuidado y responsabilidad colectiva que comparten los miembros de la comunidad (Dupré, 1993; Hussain, 2018). Desde este punto de vista, el bien común no es la mera suma de los intereses individuales, sino que también abarca los intereses colectivos y las preocupaciones mutuas y se entiende como «la promoción del bien que es común a todos los miembros de la sociedad en virtud de su humanidad común: la autenticidad humana, el desarrollo de la personalidad o de una individualidad que trasciende tanto al individuo como a la sociedad» (Lutz, 2002, p. 37). Estos bienes pueden incluir lo que consideramos bienes públicos y recursos comunes en economía (que se examinarán en el capítulo 4), así como el bienestar social general de la comunidad. Algunos expertos amplían esta concepción del bien común para incluir también la autodeterminación, la igualdad de condición, oportunidades y trato, y la participación en los beneficios derivados del aumento de la productividad (Wilber, 1987). 


      Según los comunitaristas, para alcanzar el bien común se necesitan instituciones políticas que den prioridad a los objetivos colectivos sobre los intereses individuales (Mastromatteo y Solari, 2014). Sandel, defensor de una «política del bien común», afirma que «cuando la política funciona bien, podemos conocer un bien que no alcanzaríamos a conocer por nosotros mismos» (Sandel, 1982, p. 183). La filosofía comunitarista hace hincapié, por lo tanto, en que la vida política debe cultivar el compromiso cívico, fortalecer los lazos comunitarios y moldear los valores y las identidades de los ciudadanos, situando el bien común en el centro de la gobernanza. Esto repercute en el modo en que los comunitaristas ven la economía. 


      En Lo que el dinero no puede comprar: los límites morales del mercado (2012), Sandel explora los límites morales de los mercados, cuestionando la expansión de la ideología de mercado a ámbitos de la vida en los que deberían imponerse los valores morales y cívicos. Sostiene que ciertos bienes se ven menoscabados o incluso corrompidos con su compraventa. Como él mismo dice, «los mercados no son meros mecanismos, sino que encarnan unos valores determinados. Y, a veces, los valores del mercado desplazan normas no mercantiles que merecen ser preservadas» (Sandel, 2012, p. 113). Apoyándose en Aristóteles, Sandel concibe el bien común como el cultivo de la virtud y la responsabilidad cívica, cualidades que, en su opinión, la lógica del mercado erosiona. Por eso defiende que una economía orientada al bien común debería basarse en gran medida en mecanismos no mercantiles para preservar y promover las normas morales y cívicas. Desarrolla esta idea en La tiranía del mérito: ¿qué ha sido del bien común? (2020), donde argumenta que la meritocracia moderna ha debilitado el bien común al presentar el éxito como un logro personal en lugar de como resultado de un esfuerzo colectivo. Según él, esta mentalidad fomenta la división y la desconexión moral, ya que se considera que los marginados merecen su suerte, mientras que los triunfadores reclaman un reconocimiento moral que no les corresponde. Sandel, en cambio, concibe el bien común como un proyecto cívico compartido basado en la humildad, la solidaridad y el reconocimiento mutuo de nuestra interdependencia. 


      Si bien las críticas de Sandel aciertan al poner de relieve los límites morales de los mercados, existe el riesgo de que su análisis cree una mentalidad de «mercado sí» frente a «mercado no», que excluya del intercambio a determinados ámbitos, en lugar de enseñar a rediseñar los mercados para que incorporen valores morales y cívicos. Para construir una nueva economía del bien común, defiendo que no aceptemos que el bien solo se puede lograr fuera de los procesos de mercado, o dentro de estos, limitándonos a corregir sus deficiencias. Eso deja intactos los aspectos problemáticos del mercado. Como se argumentará en el capítulo 4, para ello debemos desarrollar una teoría y una práctica de «replanteamiento del mercado», no de corrección, con el objetivo de conjugar la actividad económica con los objetivos sociales compartidos y cuidando de incorporar los principios del bien común dentro de las relaciones económicas estructuradas. 


      
      
      2.4. LO QUE NOS ENSEÑA LA BIOLOGÍA SOBRE LA INTELIGENCIA COLECTIVA 


      

      Más allá de la filosofía política, disciplinas como la biología y las ciencias sociales pueden mejorar nuestra comprensión del bien común, ofreciendo valiosas enseñanzas sobre la cooperación, la colaboración, la inteligencia colectiva y los mecanismos para compartir las recompensas de manera justa. Las enseñanzas de la biología evolutiva y la economía conductual revelan que los seres humanos han desarrollado mecanismos complejos de cooperación basados en la reciprocidad y la equidad. Contrariamente a la teoría económica tradicional, que asume que los seres humanos actúan tan solo por interés propio y en un entorno de competencia, los experimentos realizados en diversas culturas indican que las personas rechazan de manera sistemática las distribuciones injustas, aun a costa de sacrificios personales, lo que apunta a que nuestro sentido de la reciprocidad va más allá del cálculo racional (Bowles y Gintis, 2013). Este instinto de equidad es probablemente tan fundamental para nuestro éxito como nuestra capacidad de razonamiento o de lenguaje, y debería influir en la forma en que diseñamos nuestras instituciones económicas. 


      Dada la importancia de la reciprocidad, también es preciso comprender lo que no es. Aunque los economistas suelen utilizar los conceptos de asociaciones y ecosistemas en sus análisis de las relaciones entre el sector público y el privado, acostumbran a tratarlos como algo neutro y, por lo tanto, no son tan rigurosos como los biólogos en el uso de los mismos términos. 


      Los biólogos reconocen que las relaciones entre los organismos nunca son neutras y que el resultado de los diferentes tipos de ecosistemas depende del modo en que se configuran estas relaciones (Thrall et al., 2007; Gowdy y Ferrer-i-Carbonell, 1999). Los ecosistemas parasitarios benefician a un organismo a expensas de los demás, mientras que los ecosistemas simbióticos o mutualistas permiten que todos los organismos se beneficien al tiempo que se controlan mutuamente. Cuando se rompe el equilibrio, debido a que un organismo adquiere un poder desproporcionado, el ecosistema amenaza con colapsar. La figura 3 ilustra las diferencias. El intestino humano es un claro ejemplo: el exceso de bacterias dañinas provoca una pérdida de diversidad microbiana, lo que puede acarrear graves problemas de salud. Esto pone de relieve la importancia de mantener la diversidad y el equilibrio microbianos para la salud general del sistema. 


      Otra idea importante de la biología se refiere a cómo los organismos se comunican, colaboran y organizan para alcanzar la inteligencia colectiva. El biólogo Stefano Mancuso (2021) destaca que las plantas distribuyen sus capacidades sensoriales y de toma de decisiones por todo su organismo, y que cada parte de la planta detecta, responde y se adapta de forma independiente a los cambios ambientales. Mancuso sugiere que los seres humanos pueden aprender de la resiliencia de las plantas para diseñar organizaciones, tecnologías y sociedades descentralizadas y adaptables, que las haga más dinámicas y mejor equipadas para manejar la incertidumbre y el cambio. 


      De manera parecida, la ecóloga forestal Suzanne Simard (2022) ha estudiado cómo los árboles se comunican a través de redes micorrícicas subterráneas de hongos, a las que ha denominado «wood wide web» (el internet de los bosques). Pone en tela de juicio los estudios anteriores sobre los árboles que consideran que los bosques son entornos competitivos y sostiene, en cambio, que los árboles suelen colaborar para favorecer la salud y el crecimiento de todos. Simard establece paralelismos entre las comunidades de árboles y las sociedades humanas y plantea que la comunicación y las relaciones enriquecedoras son esenciales para la salud tanto de los bosques como de los seres humanos. Mancuso y Simard ofrecen valiosas ideas sobre las enseñanzas que los seres humanos pueden aprender de los ecosistemas vegetales para abordar retos sociales complejos, como el cambio climático, y promover el bien común valorando a todos los actores de un sistema.

      

        
        [image: Diagrama comparativo titulado Dos tipos de ecosistemas que contrapone dos formas de relación entre los grupos que integran un ecosistema. A la izquierda se representa el modelo Parasitario mediante un círculo grande y otro pequeño unidos por una flecha dirigida hacia el círculo mayor. El texto explica que se trata de una relación perjudicial en la que un grupo, el parásito, se beneficia mientras los demás resultan perjudicados. A la derecha se representa el modelo Mutualista mediante dos círculos de tamaño similar conectados por flechas en ambos sentidos. El texto indica que se trata de una relación simbiótica en la que todos los grupos salen beneficiados. El esquema utiliza la dirección de las flechas y el tamaño relativo de los círculos para diferenciar una relación de beneficio unilateral de otra basada en el beneficio mutuo.]
        

          

          Figura 3. Ecosistemas parasitarios frente a mutualistas. 


          Fuente: Elaboración de la autora a partir de Mazzucato (2022b). 

        
      

      

      Estas enseñanzas de la ecología no son una novedad para el pensamiento económico. De hecho, ya en el siglo XVIII, los fisiócratas (los primeros economistas franceses que intentaron formalizar la economía) utilizaban metáforas biológicas para describir la capacidad de reproducción de los sistemas (Quesnay, 1766; Mazzucato, 2018c). Les preocupaba especialmente la relación parasitaria que existía entre los agricultores y los terratenientes, en la que los segundos extraían la riqueza que producían los primeros en vez de reinvertirla en el sistema. Por eso, los fisiócratas tachaban a los comerciantes y a los terratenientes de clase estéril y destacaban el riesgo de que la extracción de valor acabara por volver improductivo el sistema. El uso de metáforas biológicas por parte de los fisiócratas difiere del que hace la economía moderna de la física newtoniana (y las matemáticas relacionadas con el cálculo), que tanto insiste en el equilibrio, los centros de gravedad y los promedios (Mazzucato, 2000; Beinhocker, 2007). 


      Varias disciplinas han estudiado cómo comprender mejor la dinámica de la colaboración y la inteligencia colectiva. Los estudiosos de la economía colaborativa investigan las condiciones que permiten que las comunidades prosperen, haciendo hincapié en la creación de comunidades, la inclusión y la sostenibilidad (Gómez-Álvarez y Morales-Sánchez, 2021). En relación con esto, los estudios sobre inteligencia colectiva, surgidos de disciplinas como la sociología y la psicología, recogen la idea de que las personas que trabajan juntas pueden resolver los problemas mejor que por separado, lo que da lugar a una experimentación e innovación continuas (Malone y Bernstein, 2015). Además, esta inteligencia es aún mayor cuando existe diversidad social, y un número creciente de investigaciones demuestra que los grupos diversos toman decisiones mejores (Phillips, 2014). Sin embargo, estos debates se centran generalmente en la participación de base y menos en la estructuración de las relaciones económicas. En la segunda parte exploraremos cómo se pueden utilizar estas ideas para situar el bien común en el centro de sus economías. 


      
      
      2.5. LO QUE NOS ENSEÑAN EL CONOCIMIENTO INDÍGENA Y LA NATURALEZA 


      

      En muchos campos académicos existe un sesgo eurocéntrico que ha marginado durante mucho tiempo otras tradiciones intelectuales y ha reforzado las jerarquías coloniales del conocimiento. En filosofía, esa estrechez de miras oculta el hecho de que, desde hace mucho tiempo, existen fuera de Occidente profundas tradiciones filosóficas en torno al bien común, como el confucianismo en Asia oriental, la filosofía islámica en Oriente Próximo, el ubuntu en el África subsahariana, el pensamiento budista e hindú en el sur de Asia y las diversas cosmovisiones de los pueblos indígenas de América, Oceanía y otros lugares.[3] 


      Cada una de ellas ofrece perspectivas ricas y singulares sobre la ética, la política, el bien común, el individuo y la comunidad. Para analizar a fondo todas estas tradiciones no occidentales, haría falta un libro entero (como intenta hacer Baggini, 2018). En este apartado, exploro las filosofías indígenas porque ofrecen una comprensión holística del individuo que es inseparable tanto de la comunidad como del mundo natural. Esta dimensión ecológica se refiere directamente a una preocupación central del bien común: que la prosperidad de las personas depende no solo de la comunidad, sino también de la salud de nuestro planeta. 


      Muchas cosmovisiones indígenas entienden el individuo como algo que surge de las relaciones con la comunidad, la tierra y el mundo espiritual, en lugar de como algo definido de forma aislada. Esto contrasta con el pensamiento liberal típico de Occidente, que prioriza las preferencias individuales y suele interpretar las reivindicaciones colectivas como reducibles a la suma de las individuales. Al rechazar esta separación, las comunidades indígenas consideran que lo individual y lo colectivo se sostienen mutuamente, lo que refleja una comprensión más holística de la interdependencia de las dimensiones sociales, ecológicas y espirituales que sustentan la vida. Hilary N. Weaver (2001), una estudiosa del pueblo nativo americano lakota, articula con claridad esta interdependencia: «La identidad indígena está conectada a un sentido de pertenencia al pueblo inseparablemente vinculado a las tradiciones sagradas, las tierras ancestrales y la historia compartida como pueblo indígena. La persona tiene que integrarse en la sociedad, y no limitarse a permanecer aislada como individuo, para ser plenamente humana» (p. 245). 


      Esta concepción relacional de la identidad también se extiende a la forma en que muchas comunidades indígenas entienden y ponen en práctica el bienestar. Por ejemplo, en Ecuador, el concepto quechua de sumak kawsay —que se traduciría al español como «buen vivir»— refleja una cosmovisión en la que este estado no se alcanza mediante la acumulación o el consumo individuales, sino a través de la armonía con la naturaleza y la coexistencia colectiva. Ecuador reformó su Constitución en 2008 para incorporar el buen vivir como principio fundamental del desarrollo y la gobernanza nacionales. Este reconocimiento constitucional supuso un cambio significativo en relación con los modelos de desarrollo occidentales, al incorporar al tejido jurídico y político del Estado las concepciones indígenas de interdependencia, reciprocidad y gestión medioambiental. Como declara el


      

      

      

      
      
      2.6. FUNDAMENTOS FILOSÓFICOS DE LA ECONOMÍA SOCIAL 
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